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GOBERNABILIDAD SOSTENIBLE

I. INTRODUCCIÓN

Se utiliza el concepto de gobernanza para el desarrollo sostenible (GDS) con el fin de referirnos al proceso y a la estructura de actores y reglas formales e informales que han de permitirnos alcanzar el desarrollo sostenible. La gobernanza viene a ser la variable independiente que explicaría por qué unas sociedades se autoorganizan y transitan con más eficacia que otras por el camino que tiene que llevarlas hacia la sostenibilidad.

Una buena gobernanza para el desarrollo sostenible será, por lo tanto, aquella que nos acerque a este modelo de desarrollo. Es en este sentido que puede hablarse de gobernabilidad, ya que este término hace referencia a una característica de las sociedades: la gobernabilidad viene a ser un atributo de los sistemas sociopolíticos que depende del ajuste efectivo y legítimo entre las necesidades (los requisitos institucionales para una buena gobernanza) y las capacidades organizativas, de gestión, políticas y sociales para alcanzar los objetivos planteados.

Podemos considerar que muchos de los problemas que tenemos actualmente a nivel económico, social y ambiental tienen su origen en las pautas institucionalizadas de producción y consumo, que cuestionan la sostenibilidad del actual modelo de desarrollo. Conseguir la sostenibilidad no es un problema técnico. Las tecnologías podrán ayudar mucho en la medida en que el proceso sociopolítico despliegue las capacidades de acción colectiva necesarias para avanzar hacia el desarrollo sostenible.

Aunque hoy mismo los gobiernos y la sociedad quisieran evolucionar decididamente hacia la sostenibilidad, no podrían hacerlo dado que las capacidades de acción colectiva necesarias para hacerlo distan de las que existen hoy en día. Este déficit de capacidades institucionales es un problema generalizado, que se ha convertido en una prioridad en la agenda internacional sobre la sostenibilidad.

II. MARCO CONCEPTUAL 

A. Conceptos Claves: Gobernanza Y Gobernabilidad

Cada sistema de gobernanza está integrado por las reglas y procedimientos (formales e informales) que configuran un marco institucional en el cual los diversos actores implicados tienen que operar. Este sistema tendrá más gobernabilidad cuanto más previsible, transparente y legítimo sea este marco.

La gobernabilidad es una calidad que proponemos que emane de la sociedad o de los sistemas sociales, no de los gobiernos. La gobernabilidad hace referencia a la capacidad de un sistema social para reconocer y hacer frente a sus desafíos, que se concreta en la calidad del sistema institucional para generar una acción colectiva positiva al respeto. En este sentido, hacemos referencia a capacidades institucionales (públicas, sociales o privadas) como el liderazgo, la participación social, la coordinación y cooperación, la prevención y gestión de conflictos, el acceso a la información y al conocimiento útil.

En este sentido, utilizamos el término gobernanza para el DS (GDS) para identificar y describir el conjunto de procedimientos, actores y procesos configurados para que una sociedad avance hacia el DS. En cambio, es más adecuado utilizar el término gobernabilidad hacia el DS cuando se evalúa el sistema de gobernanza que incide sobre el DS. Es decir, la gobernabilidad es una cualidad, un atributo de una sociedad, que se infiere cuando se evalúan las capacidades existentes de acción colectiva en tanto que proporcionen una eficiente transición hacia el DS. La evaluación de una sociedad y de su sistema de gobernanza, es decir, la diagnosis de su gobernabilidad en relación al DS, se realiza contrastando los requisitos institucionales con el marco institucional existente en el ámbito del DS.

B. Supuestos teóricos

El significado concreto del desarrollo sostenible (DS), los retos, los objetivos y las actuaciones que suponen aproximarse a él, tienen que estar determinados por cada sociedad, colectivamente y a través del proceso político. Se entiende, pues, por proceso político el medio a través del cual las sociedades y los miembros que forman parte de ella define y construyen el significado colectivo de lo que es un futuro sostenible. Hay que dejar claro que el proceso político al que hacemos referencia requiere un liderazgo, una movilización de esfuerzos y una conducción del proceso que corresponde, sobre todo, a los actores públicos legitimados democráticamente.

Las capacidades de acción colectiva no pueden darse por supuestas. No derivan necesariamente de la democracia y tampoco puede esperarse que surjan por prueba y error. Hace falta una intervención consciente de los ciudadanos y de los actores del proceso político, es decir, una buena gobernanza.

La gobernanza presupone que la gobernabilidad, hoy, no puede estar garantizada sólo por los gobiernos, sino por el funcionamiento eficaz de redes más o menos institucionalizadas de actores estratégicos que disponen de su propia autonomía y de su agenda estratégica. El buen gobierno, es hoy aquel que es capaz de construir una buena gobernanza y proporcionar, así, la gobernabilidad.

En materia de sostenibilidad, la racionalidad de proceso es más importante que la racionalidad de contenido. En los contextos turbulentos característicos de nuestro tiempo, el proceso de aprendizaje colectivo depende más del diseño institucional de los procesos referentes a los actores, a la información y a sus interrelaciones, que del diseño previo de soluciones técnicas.

C. Requisitos Institucionales

A continuación se formula una primera aproximación sobre qué requisitos pueden considerarse componentes de la gobernanza para el DS; los llamamos requisitos institucionales en tanto que definen de manera normativa cómo tendrían que caracterizarse ciertos arreglos institucionales de una sociedad en lo que concierne implantar la transición hacia la sostenibilidad.

Los requisitos apuntados hacen referencia a los actores y procedimientos de interacción entre organizaciones e individuos tanto de la esfera gubernamental como de la no gubernamental. La tarea de tomar decisiones y gestionar la transición hacia el DS está más allá de las capacidades de los gobiernos y las administraciones públicas que actúan individualmente. Las funciones y capacidades de las dos esferas tienen que complementarse.

· Disponer de información de calidad y conocimientos adecuados 

Es necesario que todos los actores puedan participar de manera informada en los procesos de toma de decisiones. Por eso mismo hay que disponer de información y conocimientos adecuados y que estos estén al alcance de las personas que puedan estar interesadas. Estos dos elementos son un medio indispensable para avanzar en la consecución de los requisitos tanto procedimentales como de contenido del DS.

Una información y un conocimiento accesible, de calidad, fiable, suficiente y útiles no es tanto un fin en sí mismo como un tipo de recurso (cognoscitivo en este caso) que debe ser utilizado por los diferentes actores. La creación y difusión de información es una tarea que corresponde, por ley y por capacidad, a las administraciones públicas.

· Coordinación intergubernamental en el eje local – global (integración vertical)

La transición hacia la sostenibilidad plantea la necesidad de estructurar un sistema de relaciones intergubernamentales en el eje local-global que sea ágil y eficiente en lo que concierne a:

· Asignar de forma eficiente la autoridad reguladora del eje local - global de gobernabilidad.

· Desarrollar sistemas eficientes y capacidades de gestión de las relaciones intergubernamentales imprescindibles en este ámbito.

Por lo tanto, hay que pasar de una política centralizada a otra multicéntrica, es decir, de una perspectiva en la que los estados tienen un rol central en el DS a otra en la que todos los niveles de gobierno participen y se corresponsabilicen del proceso hacia el desarrollo sostenible. Por lo tanto, no se trata tanto de aplicar el principio de subsidiariedad en el sentido que se delegue siempre la gestión de la sostenibilidad a niveles más locales de gobierno, sino de hacer una política coordinada entre las diversas escalas territoriales.

La vía para alcanzar la integración vertical, es decir, para que el diseño y la implantación de las políticas sea coherente (y, cuando sea necesario, complementaria) reside en el compromiso y la voluntad política por instaurar mecanismos de comunicación, consulta, cooperación y coordinación intergubernamentales de carácter permanente. Si bien es cierto que determinados aspectos del DS (por ejemplo el mantenimiento de la biodiversidad, las regulaciones para implantar la disminución de emisiones de CO2, etc.) tendrán que ser promovidos principalmente a escala regional, estatal o global, éstas y otras temáticas también requieren del diálogo entre los diferentes niveles territoriales.

Aparte de la necesidad de que las políticas de los diferentes niveles territoriales estén coordinadas y sean coherentes, también hace falta una coordinación institucionalizada de las políticas formuladas desde niveles territoriales del mismo orden.

· Coordinación entre políticas sectoriales (integración horizontal)
 La sostenibilidad hace referencia al acceso y distribución de bienes públicos. Los bienes públicos no quedan adscritos a una o unas pocas áreas de políticas públicas, sino que configuran un marco para formular muchas políticas sectoriales. El DS plantea una fuerte exigencia de coherencia e integración a la hora de formular y gestionar las diferentes áreas de actuación. Es necesaria, pues, una aproximación integradora (polifacética) tanto en la prevención como en la solución de problemas.

La sostenibilidad no puede ser una cuestión que solamente se trate desde ministerios, departamentos o concejalías de medio ambiente. El DS supone un reto para el proceso de toma de decisiones, que se ha caracterizado por ser analítico-instrumental, y pone énfasis en reestructurar todo este proceso con el fin de que se evite la marginación del medio ambiente en relación a otras cuestiones tradicionalmente importantes como, por ejemplo, el desarrollo industrial, el trabajo o el planeamiento urbanístico.

La integración de las cuestiones ambientales significa algo más que considerar el medio ambiente como un factor, más o menos importante, a añadir en el proceso de formulación de políticas. Tal y como se infiere del término DS, un elemento central para avanzar hacia un futuro sostenible es la habilidad de integrar de una manera coherente y efectiva consideraciones económicas, sociales y ambientales en los procesos de toma de decisiones.

Es necesario que se pueda realizar esta integración y coordinación entre los diferentes sectores o áreas de actividad. Esencialmente, para alcanzar la integración sectorial hace falta aplicar reglas y procedimientos de ejecución, coordinación y seguimiento. Para conseguir la coherencia que persigue una mayor integración de las políticas sectoriales hace falta mayor transparencia, es decir, hace falta que se presenten claramente los costes y beneficios económicos, sociales y ambientales de diferentes políticas. Es decir, hace falta realizar, difundir y debatir sobre evaluaciones integradas. Y, al mismo tiempo, con el fin de que se puedan diseñar e implantar medidas integradas para avanzar hacia un futuro más sostenible, tanto la sociedad como los políticos deben mejorar sus conocimientos sobre las causas, los efectos y las interacciones entre aspectos sectoriales, y sobre las consecuencias sociales y ambientales de los actuales patrones de producción y consumo.

Para que un desarrollo institucional con esta finalidad sea robusto, es necesario contar con el apoyo de los ministerios o departamentos de economía y de la estrategia política en materia económica. Esto significa que la estrategia económica y social y la agenda ambiental tienen que reforzarse mutuamente. A tal efecto hace falta, por una parte, el apoyo desde la esfera política superior y, por otra, son necesarias tanto la voluntad por parte de los principales departamentos que tratan cuestiones socioeconómicas como la fortaleza política de los departamentos de medio ambiente. Además de desacoplar los beneficios del desarrollo económico de los impactos y costes ambientales, la integración sectorial precisa considerar elementos de desarrollo social como son la salud pública, la calidad de vida y los elementos esenciales para el bienestar de todos los ciudadanos.

La integración de políticas requiere la existencia de coaliciones de intereses y una maquinaria de implantación que coordine la diversidad de actores gubernamentales y no gubernamentales que están implicados en los diversos ámbitos que comprenden la sostenibilidad. La base de la coherencia entre las políticas sectoriales radica en un compromiso y en un liderazgo que pueda arbitrar de una manera consistente cuando se den situaciones de conflicto de intereses, siempre con la visión de que el objetivo final es el interés general y la compatibilidad de intereses.

· Aplicación de un amplio e innovador abanico de instrumentos de políticas 

Con el fin de conseguir un patrón sostenible que oriente las actividades socioeconómicas, es preciso utilizar un abanico de instrumentos políticos amplios e innovadores. Los patrones de regulación directa del tipo de arriba abajo y de cariz controlador tienen que ser sustituidos por la aplicación de instrumentos motivadores (de información, de educación, económicos, etc.) diseñados para estimular tanto la capacidad de los actores sociales para su autorregulación como la capacidad de las fuerzas del mercado económico para impulsar la consecución de los objetivos del DS.

En las nuevas e intensas formas de conflicto que afectan a las decisiones en temas relativos a la sostenibilidad (tanto entre las mismas administraciones como con grupos sociales), hace falta utilizar instrumentos para gestionar y resolver estos conflictos de manera que se consigan soluciones de consenso.

· Cultura administrativa y calidad burocrática de la acción política 

La transición hacia la sostenibilidad también requiere cambios en la cultura administrativa. Entendida como un conjunto de procedimientos, pautas y valores en el ejercicio de la administración, esta cultura tendría que estar orientada a la eficacia y eficiencia, teniendo en cuenta los intereses generales y también el derecho a la calidad de vida de las futuras generaciones.

En términos generales, hace falta que se produzca un cambio en el objetivo tradicional de hacer políticas, convirtiendo una política reactiva o paliativa de los problemas en preventiva y proactiva, siempre siguiendo el principio de precaución. Por eso hacen falta soluciones institucionales y de gerencia que sean innovadoras, ya que las soluciones políticas y administrativas usuales tienden a ser inapropiadas cuando el objetivo es el DS. Cuando se trata de decisiones que conciernen a la sostenibilidad, los valores de gestión pública (la transparencia, la información y el rendimiento de cuentas) son más difíciles de realizar y por ello se requiere un cambio en la cultura administrativa.

Las aproximaciones a corto, medio o largo plazo de la actividad a través de la cual la sociedad avanza hacia un DS tienen que estar coordinadas y contrastadas las unas con las otras con el fin de evitar la inconsistencia entre plazos temporales y conseguir así un efecto acumulativo de sostenibilidad. Es precisa, pues, una perspectiva de gestión a largo plazo que no esté basada en los ciclos electorales y que se complemente con objetivos y medidas graduales a medio plazo.

Además de la importancia de incorporar una escala temporal más amplia, también se deben considerar efectos de las decisiones que no son directamente evidentes. En muchas de las problemáticas que afectan al medio ambiente y a la sostenibilidad hay una diferencia en la distribución de los costes y los beneficios de las actuaciones o de la inacción. Por una parte, los costes por actuar en ámbitos que causan un impacto negativo en el medio son más visibles y hasta los grupos o individuos afectados son conscientes de los costes que les supondría tal actuación. Por otra parte, los beneficios que supone actuar son más difíciles de medir, están repartidos a lo largo de diversos años y los beneficiarios son grupos o individuos difusos. Por todos estos motivos, es usual que los que recibirían los costes por solucionar o evitar un problema se dejen oír, mientras que los beneficiarios no se movilizan tan fácilmente. Las administraciones tienen que contar con una cultura y unos procedimientos de evaluación que incorporen estas consideraciones con el fin de poder proceder a la toma de decisiones, sopesando las distribuciones de costes y beneficios económicos, sociales y ambientales en las diversas escalas temporales y territoriales.

Por otra parte, para algunas temáticas concretas sería preciso constituir una autoridad externa que evaluara o diera apoyo en los procesos decisorios. Esta institución tendría que contar con la legitimidad suficiente para poder rendir cuentas. Al mismo tiempo, hace falta que se disponga de una cultura administrativa, una manera de proceder, que sea suficientemente flexible como para adaptarse a los cambios y a la aparición de nuevas barreras o nuevas oportunidades. Por estas razones es necesaria también una capacidad institucionalizada por su acumulación de aprendizaje que haga posible discernir y adoptar los procedimientos más eficientes.

· Cultura política participativa 

La ausencia de un proceso político participativo puede contribuir a un posible déficit de legitimidad y de eficacia de las decisiones que se tomen en relación a diversos asuntos de carácter colectivo. En este contexto, los conocimientos científicos y técnicos son totalmente necesarios (y, hoy por hoy, insuficientes). Es imprescindible que la cultura política (entendida como el conjunto de orientaciones subjetivas hacia la política que afectan a la manera en que los ciudadanos interactúan con el proceso político) sea de cariz participativo.

Tradicionalmente, el contexto en que los actores suelen actuar es un marco institucional de cariz formal y poco flexible que, en términos generales, no favorece la emergencia de redes de políticas públicas potentes y positivas. Los actores, tanto los gubernamentales como los no gubernamentales, son en gran medida interdependientes, sin embargo tienen mapas mentales muy distintos, con fuertes asimetrías en lo que concierne a los costes y beneficios de organización y participación. 

Por otra parte, dado que las redes de políticas están constantemente haciéndose y deshaciéndose, una adaptación institucional exitosa requiere vínculos de coaliciones de políticas, de nuevas agrupaciones de intereses que hagan posible que el apoyo cooperativo dé lugar a un número de innovadores y ejecutores de políticas en diferentes niveles de actuación.

Para avanzar hacia la sostenibilidad hace falta un proceso sociopolítico que nos posibilite avanzar conjuntamente. Un sistema de gobernanza adecuada para la transición hacia la sostenibilidad se caracteriza por un alto grado de participación de los diversos elementos de la sociedad, así como por un alto grado de capacitación de estos. La implicación de los actores sociales como parte del proceso de decisión permite que estos se impliquen en él, consiguiendo que las soluciones adoptadas estén más legitimadas y tengan una calidad más elevada. Esto último sucederá si son integradoras e incorporan los conocimientos, los valores y las visiones de los diversos actores implicados.

El tipo de participación al que hacemos referencia no consiste en procesos puntuales de consulta pública (por ejemplo a través de encuestas de opinión o referendos puntuales) sino que hace falta una cultura política participativa que permita que procesos decisorios permanezcan donde tenga cabida el debate, la deliberación y, sobre todo, la reflexión conjunta que posibilita el aprendizaje mutuo y la adopción de decisiones consensuadas.

Para disfrutar de una cultura política participativa hace falta también aplicar medidas de capacitación para que tanto la sociedad como las redes de políticas accedan y puedan interpretar la información, accedan a los recursos sepan utilizarlos, y dominen las aptitudes indispensables para participar de manera competente y efectiva. Sólo de esta manera las capacidades totales de la sociedad como conjunto pueden ser explotadas y movilizadas.

Es preciso que las autoridades públicas sean activas a la hora de estimular la implicación y colaboración de la variedad de actores en un esfuerzo común para definir y conseguir los objetivos del DS.

El concepto de cultura política está muy relacionado con el estilo político de los gobiernos en tanto que el estilo determina el tipo de relación de estos con la sociedad; el estilo debe ser abierto y activo y que evolucione hacia nuevas maneras de partenariado y cooperación entre los actores públicos y privados.

· Cultura de la sostenibilidad 

Un sistema de GDS requiere que este sistema esté inmerso en una cultura que proporcione los inputs cognoscitivos, afectivos y normativos que comporta en última instancia y expresa el DS. La cultura, entendida en términos generales, comprende las creencias, los valores y las normas que guían las actitudes, las decisiones y los comportamientos. La institucionalización de los valores del desarrollo sostenible es, pues, un requisito, es decir, es preciso que los valores de la sostenibilidad sean reglas permanentes para el conjunto de actores de la sociedad.

Es importante que tanto los ciudadanos como la diversidad de actores adscriban una cultura de cariz sostenibilista, que respete los límites del medio natural y las necesidades socioeconómicas del resto de ciudadanos (tanto si estos son próximos, lejanos como si nos referimos a las futuras generaciones). La transición hacia el DS implica que los individuos tendrán que actuar como ciudadanos social y ambientalmente responsables.

Es necesaria una cultura sostenible, porque ésta permite que cuajen los cambios de comportamiento, la manera en que se organizan las actividades socioeconómicas y los cambios en los estilos de vida. Sin unos valores de sostenibilidad arraigados en las conciencias, difícilmente se definirán (ni prosperarán) las decisiones para implantar el DS. Los individuos ejercemos una diversidad de funciones en la organización social, por lo tanto, las diferentes rutinas diarias que comportan una interacción con el medio, con los recursos, tendrían que incorporar los valores del DS. Nos referimos, por ejemplo, a las actividades ejercidas por productores, comerciantes, constructores, científicos, consumidores, etc.

La consecución de una conciencia de la sostenibilidad requiere que las autoridades públicas se impliquen con todos los recursos que tienen al alcance con el fin de dar a conocer y hacer comprensibles los principios del DS. Estos mecanismos tendrán que comprender medidas para difundir la información; pero son tanto o más necesarias las medidas efectivas que doten de conocimientos y valores a la ciudadanía, y las medidas para informar a los diferentes grupos de profesionales. Por todos estos motivos, es preciso que la sociedad cuente con procedimientos que lleven a la institucionalización de la cultura de la sostenibilidad.

· Fortaleza del capital social 

Un buen sistema de gobernanza para el DS requiere que la sociedad (y las diferentes comunidades que la conforman) disponga de un cierto nivel de capital social, es decir, de conductividad, comunicación, confianza, reciprocidad, sentimiento de pertenecer a una comunidad, colectivo y cooperativo, habilidad de actuar, etc. Cuando se dan todas estas condiciones la penetración de los valores del DS es más favorable, no solos por la existencia de la conductividad, que facilita la comunicación y difusión, sino también porque el DS apunta a intereses colectivos.

El capital social hace referencia a un atributo de los actores sociales ya que los caracteriza por su capacidad de mantener una pauta de interacción con potencialidad de conseguir intereses compartidos.

El capital social se verá incrementado cuando los individuos y los colectivos vean reforzadas sus capacidades, aptitudes y pericia necesarias para interactuar y actuar en beneficio propio, y cuando, al mismo tiempo, se refuerce la capacidad de cooperación y de construcción de consensos entre los diferentes actores. Es pues imprescindible que se promueva y refuerce el capital social. 
III. COMPREHENSION DE LA GOBERNABILIDAD SOSTENIBLE

No sólo el desarrollo sostenible debería ser comprehensivo en su sustancia funcional, sino que también debería ser global en su alcance territorial. Su principio más básico es que el mundo ha llegado a ser uno solo. Existe únicamente un ecosistema y una economía cada vez más integrada. La conciencia de esto ha aumentado, pero el mundo no está más cerca de poseer un mecanismo político a nivel global para identificar las prioridades de política, establecer estándares relevantes, recaudar los recursos necesarios, apoyar los esfuerzos colectivos y, cuando todo lo demás falla, castigar las deserciones del bien común. Los Estados nacionales todavía tratan de hacer esto y necesariamente lo hacen de una forma altamente                                                                                                                                                                                                     desigual y autorreferente.

a. Aproximación Al Concepto De Desarrollo Sustentable

El desarrollo sustentable tiene que ver con el incremento de la calidad de vida y no con el incremento del PBI, por lo tanto, no debe entenderse el desarrollo como sinónimo de crecimiento económico. Este último es un medio para conseguir el primero. El incremento de la calidad de vida involucra la satisfacción de necesidades no sólo materiales sino también inmateriales. A su vez, el medio por el cual estas necesidades pueden ser satisfechas implica una serie de respuestas tanto materiales (productos), como no materiales (trabajo, justicia, respeto, aceptación, etc.). A partir de lo dicho, sería acotado pensar que el crecimiento económico puesto en marcha para satisfacer necesidades humanas

Tenga que ser necesariamente sinónimo de crecimiento material (Gallopín, 2001).

Una de las definiciones más citadas de desarrollo sustentable es la propuesta por la Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo (más conocida como Comisión Brundtland) en 1987. La misma definió desarrollo sustentable como “el desarrollo que satisface las necesidades de las presentes generaciones sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones de satisfacer las suyas propias”.

De este párrafo y del anterior podría entonces decirse que, el desarrollo sustentable es “el desarrollo cuyo crecimiento económico, no necesariamente sinónimo de crecimiento material, puesto en marcha para satisfacer las necesidades de las presentes generaciones, no comprometa la capacidad de crecer económicamente a las futuras generaciones para satisfacer sus propias necesidades”.

En el último tiempo, la relativa desmaterialización de la economía ha ido en aumento a través del crecimiento de los servicios, de la eficiencia energética y de las tecnologías emergentes intensivas en conocimiento, abriendo nuevas expectativas para la sustentabilidad de un nuevo modelo de desarrollo.

Así, la sustentabilidad, en principio, se obtiene a través del eje: crecimiento económico material - crecimiento económico no material. A partir de esta afirmación, podría inferirse que el subdesarrollo tiene lugar cuando ni el incremento de la calidad de vida ni el crecimiento económico pueden lograrse. Esta situación es la que afecta actualmente a muchos países de América Latina. En los casos en donde se registra crecimiento económico material, pero no aumento de la calidad de vida, puede hablarse de mal desarrollo. La combinación del incremento de la calidad de vida con crecimiento económico material, es lo que comúnmente se denomina desarrollo.

Según Gallopín (2001), el único trayecto realista apropiado para que los países en vías de desarrollo alcancen el desarrollo sustentable es el que va desde el subdesarrollo hacia el desarrollo con crecimiento económico material (también llamado “mal desarrollo”) y, finalmente, hacia el desarrollo con crecimiento económico no material. Es decir, que los países rezagados estarían condicionados a seguir el mismo trayecto que los países industrializados. Sin embargo, no hay evidencias que prueben que los países menos industrializados vayan a seguir la misma trayectoria de crecimiento económico para alcanzar el desarrollo de los países industrializados.

Entre otras razones, se estima que la investigación en tecnologías ambientales en los países desarrollados se concentrará crecientemente en las áreas vinculadas al enfoque de prevención de la contaminación.

Los factores que impulsan esta tendencia son: los nuevos marcos regulatorios que enfatizan la prevención antes que el clean up; el aumento en la adopción de los nuevos estándares internacionales ambientales

desarrollados por instituciones como la ISO; y los beneficios económicos resultantes de procesos manufactureros más eficientes que, en parte, son estimulados por los costos crecientes asociados a la contaminación y a los costos de la energía (López, 1996). Por lo que el potencial innovador del área de las tecnologías ambientales, abre un nuevo panorama de posibilidades para la inmensa mayoría de países en vías de desarrollo en plena fase de industrialización vía IED. Sin embargo, a la hora de adoptar las tecnologías extranjeras existen una serie de factores importantes a tener en cuenta para promover un verdadero desarrollo, que serán expuestos más adelante.

A. Principios De Diseño Para Los Acuerdos De Gobernabilidad

Si uno acepta la siguiente definición genérica: la gobernabilidad es un método o mecanismo para lidiar con una amplia variedad de problemas o conflictos en los cuales los actores con regularidad llegan a decisiones mutuamente satisfactorias y vinculantes mediante la negociación de los unos con los otros y la cooperación en la implementación de estas decisiones, entonces hay tres tareas que deberían cumplirse si tales acuerdos han de ser considerados como legítimos por aquellos que van a verse afectados por sus decisiones: (1) tienen que ser establecidos por alguna autoridad reconocida y preexistente y se les debe dar un mandato específico dentro del cual operar (constitución); (2) los actores que participan regularmente en ellos y que se presume representan a públicos  más amplios tienen que ser elegidos (composición), y (3) estos actores tienen que ser instruidos acerca de cómo negociar, lograr acuerdos consensuados sobre políticas y cómo implementarlos (toma de decisiones). Lo que es crítico en relación a estas tres dimensiones es que las soluciones que requieren no corresponden a las normas que prevalecen en la mayoría de los gobiernos democráticos liberales “realmente existentes”. Los acuerdos de gobernabilidad no son autoestablecidos “por la voluntad del pueblo”; no están abiertos a la participación de todos los ciudadanos, sino sólo a un seleccionado y privilegiado
subconjunto de ellos, y no toman sus decisiones sobre la base de la votación de mayoría, o incluso de la votación en absoluto. Incluso menos convencional es el hecho de que estos acuerdos de gobernabilidad regionales puedan ser policéntricos y, por tanto, no estar sujetos al control jerárquico o soberano de una sola institución tal como el Parlamento o el Poder Ejecutivo.

B. Constituyendo Acuerdos De Gobernabilidad

En primer lugar, uno debería comenzar con la noción de constitución, esto es, de cómo un acuerdo de gobernabilidad (en adelante AG) se establece a nivel regional para hacer frente a una tarea particular. Esta pregunta de “¿por qué estos actores están tomando decisiones sobre este asunto?” debería resolverse a través de una delegación explícita de autoridad desde una institución preexistente legítima, es decir, por medio de una escritura de constitución.

Esta noción de escritura de constitución descansa en la presunción de que un asunto o arena de política particular es “apropiada” para tal acuerdo, ergo, no es mejor manejada por una buena competencia de mercado o regulación gubernamental, y que (subsidiariedad obliga) debería abordarse al nivel supranacional. Lo que tiene que ser demostrado y defendido es la noción de que algún conjunto particular de actores, cada uno actuando autónomamente, es capaz de tomar decisiones que resolverán los conflictos involucrados y proporcionarán los recursos necesarios para lidiar con el asunto predesignado por su escritura de constitución.

Es más, estas decisiones una vez implementadas serán aceptadas como legítimas por aquellos que no participaron y que han sufrido o disfrutado de sus consecuencias. Y, si esto no fuera suficiente, un AG exitoso también tendría que demostrar que su capacidad para resolver conflictos y proveer recursos es superior a cualquier cosa que un acuerdo nacional o subnacional pudiera haber hecho. Visto desde esta perspectiva, ¡podría no haber demasiadas arenas de política que debieran adquirir “sus” respectivos AG s!

C. Seis Principios Para Constituir AGs
· El principio de la “autoridad mandatada”: Ningún AG que no tenga un mandato claro y circunscrito que le sea delegado por una institución apropiada debería ser establecido. Los que no participan, pero son afectados por un AG deberían tener la confianza de que éste ha sido establecido por una autoridad que ellos reconocen como legítima y que su mandato es públicamente proclamado y justificado.

· El principio del “ocaso”: Ningún AG debería ser constituido por un período indefinido, independiente de su desempeño. Mientras que es importante que los participantes en todos los AG s debieran esperar interactuar entre sí sobre una base regular e iterativa (y es importante que el número e identidad de los participantes permanezca lo más constante como sea posible), cada AG debería tener una fecha preestablecida en la cual expirar. su escritura de constitución puede ser renovada y extendida, pero de nuevo sólo por un periodo definido. Nuevamente los ciudadanos que en el mejor de los casos son representados de manera indirecta y desigual deberían tener confianza en que estos acuerdos entre tomadores de decisiones privilegiados no los perpetuarán en el poder más allá del período necesario para el cumplimiento de su mandato. Además, ya que los AG s a menudo se arrogan a sí mismos un rol en el monitoreo de la implementación posterior de sus decisiones, la tentación de la autoperpetuación puede ser especialmente, fuerte.

· El principio de la “separabilidad funcional”: Ningún AG debería ser constituido para cumplir una tarea que no está suficientemente diferenciada de otras tareas que ya están siendo logradas por otros AG s y que no pueda ser factiblemente alcanzada mediante su deliberación y decisión independiente. De hecho, con tantos Estados miembros “soberanos” y tan poca autoridad centralizada, existe una tendencia inevitable a resolver los conflictos a través de compromisos que en consecuencia producen instituciones adicionales para ser distribuidas. Algún principio tiene que ser introducido para resistir esta tentación, aunque cómo se puede hacer cumplir y por quiénes no resulta evidente.

· El principio de la “suplementariedad”: Ningún AG debería ser constituido (o permitírsele el cambio de sus tareas) en una vía que duplique, desplace o incluso amenace las competencias de las instituciones regionales existentes.

· El principio del “borde alto” o del “antiderrame”: Ningún AG debería ser autorizado por su institución mandante para exceder las tareas que le fueron delegadas originalmente.

· Si, como sucede a menudo en el curso de las deliberaciones, un AG concluye que no puede cumplir con su mandato original sin asumir nuevas tareas, debería exigirse obtener un cambio específico en su mandato a fin de hacer esto. De acuerdo con la teoría neofuncionalista de la integración regional, uno tiene todos los motivos para sospechar que los funcionarios, expertos y representantes de intereses que se agrupan alrededor de un AG dado harán todos los esfuerzos por ampliar sus tareas, tanto en su alcance como, tal como hemos visto anteriormente, en tiempo. Si no lo hicieran, el proceso se estancaría en un conjunto de instituciones “autoencapsuladas” que poca o ninguna contribución hacen al proceso general de integración. Paradójicamente, en aras de la legitimidad, el diseño de los AG s debería resistirse a estos esfuerzos de “intercambio de favores” y “concesiones mutuas”.

D. Componiendo Acuerdos De Gobernabilidad

Una vez que el AG ha sido constituido, ahora debe ser compuesto, es decir, aquellos que tienen derecho a participar en él deben ser seleccionados (y no elegidos).

La palabra clave en el actual debate en torno al concepto de gobernabilidad es la de partes interesadas. A diferencia de un gobierno democrático donde se presume que todos los ciudadanos tienen el mismo derecho a participar, en los

AG s sólo un subconjunto de estos ciudadanos, esto es, aquellos que han expresado una mayor preocupación o que se considera que es más probable que sean afectados, pueden participar. El cálculo parece ser que si las partes interesadas pueden alcanzar un consenso respecto de lo que tiene que hacerse y, aún más, si continúan estando de acuerdo en cómo implementar lo que ha sido elegido, sus conciudadanos se someterán como si ellos mismos hubieran tenido la oportunidad de participar.

E. Cuatro Principios Para Componer Ags

· El principio del “umbral mínimo”: Ningún AG debería tener más participantes activos que los que son necesarios para el propósito de cumplir con su tarea encomendada. La decisión por consenso requiere, como mínimo, de tres cosas: (1) un número restringido de participantes

· debido a que el acuerdo se torna exponencialmente más dificultoso de alcanzar a medida que crecen en número; (2) aquellos que participan deberían poseer algún tipo o grado de “especificidad de activos” que significa recursos materiales, intelectuales o políticos que son apropiados para las tareas a cumplir, y (3) como personas u organizaciones, los participantes deberían tener la capacidad no sólo de representar categorías relevantes sino también de entregar su conformidad a cualesquiera decisiones que sean tomadas. Restringir su número es un prerrequisito para las otras dos.

· El principio del “interés”: Ningún AG debería tener, como participantes activos, a personas u organizaciones que no tengan un interés significativo en los asuntos que rodean a la tarea que le fue asignada. Debería considerarse que los conocedores (expertos) que se especializan en tratar con la tarea tengan un interés, incluso si profesan no representar los intereses de ninguna parte interesada en particular. gracias a la creciente interdependencia de los dominios de política– el número de representantes y expertos que pueden hacer tal reclamación es potencialmente ilimitado. Como una línea directiva aproximada, una parte interesada relevante podría ser definida como una persona u organización cuya participación es necesaria para la toma de una decisión por consenso (potencialmente) vinculante y cuya colaboración es necesaria para la implementación exitosa de dicha decisión.

· El principio del “adversario”: Los participantes en un AG deberían ser seleccionados para representar circunscripciones que se sabe que tienen intereses diversos y, especialmente, opuestos. Ningún AG debería ser compuesto de una preponderancia de representantes que son conocidos por tener una posición similar o que ya han formado una alianza para un propósito en común. En el caso de los “conocedores” de los que se presume que no tienen circunscripciones sino ideas, ellos deberían ser elegidos para representar cualesquiera diferentes teorías o paradigmas que puedan existir con respecto a una tarea particular. Para respetar este principio, puede ser necesario para los diseñadores de tales acuerdos el jugar un rol proactivo en ayudar a los intereses peor dotados o más dispersos de tal modo de que se organicen y se motiven lo suficiente para participar contra sus adversarios “privilegiados”. Lo que es crucial sin embargo acerca de este aspecto de la composición de los AG es que los no-participantes tengan confianza de que sus deliberaciones y negociaciones incluyen un rango suficientemente amplio de participantes y opiniones actuales. Sólo entonces estos outsiders creerán que han sido representados indirectamente en sus actividades y acordarán legitimidad a sus decisiones.

F. Toma De Decisiones En Los Acuerdos De Gobernabilidad

Ahora que el AG ha sido constituido y compuesto, debe tomar e implementar decisiones. Como hemos visto arriba, las reglas habituales que dominan las organizaciones intergubernamentales (unanimidad) o las federaciones democráticas (mayoría simple o calificada) no son apropiadas. Más bien, una “metanorma” deliberadamente vaga debería aplicar, a saber, el consenso. Pero ¿cuáles son los principios operativos que enmarcan este proceso de formación de consenso?

G. Siete Principios Para La Toma De Decisiones En Los AGs
· El principio de la igualdad “putativa”: Todos los participantes en un AG deberían ser considerados y tratados como iguales, incluso cuando representen circunscripciones muy diferentes en tamaño, recursos, estatus público o privado, e “influencia política” en el nivel nacional. Si sus participantes se tratan los unos a los otros como iguales –como cuasiciudadanos– esto debería mejorar la calidad de sus deliberaciones por medio del estímulo de una expresión más honesta de preferencias y del desarrollo de relaciones de mutua confianza entre ellos. Siempre y cuando un consenso eventual sea alcanzado, será mucho más probable que sea respetado voluntariamente tanto por los miembros como por los no miembros.

· El principio de interacción horizontal: Debido a la presunción de igualdad entre los participantes, los procesos de deliberación y de toma de decisiones internos de un AG deberían evitar tanto como sea posible tales dispositivos jerárquicos internos como la delegación estable de tareas, distinciones entre expertos “neutrales” y representantes “comprometidos”, estructuras de liderazgo formalizadas, acuerdos de deferencia, etc., y deberían estimular la flexibilidad en el cumplimiento de las tareas colectivas, acuerdos rotatorios para el liderazgo y relatoría, deliberación verbal extensiva, junto con una atmósfera general de informalidad y respeto mutuo. Aquí, la lógica es similar a aquella de la igualdad presunta. Mientras más débil sea una parte interesada dada en la sociedad o en la política, más fuerte debería ser su rol dentro del AG, al menos relativamente hablando.

· El principio del consenso: Las decisiones en un AG deberían ser tomadas por consenso más bien que por votación o por imposición. Esto implica que ninguna decisión puede ser tomada contra la oposición expresada de cualquier participante, aunque los mecanismos informales usualmente permiten que los actores se abstengan en un determinado tema o expresen públicamente opiniones disidentes sin el ejercicio del veto. En otras palabras, el consenso no necesariamente implica unanimidad. Ni qué decir que los dispositivos primarios para llegar a un consenso son la deliberación (es decir, tratar de convencer a los adversarios de lo bien-fundada de la propia posición), el compromiso (es decir, mediante la aceptación de una solución en algún lugar entre las preferencias expresadas por los actores) y el ajuste (esto es, a través del peso de la intensidad de las preferencias de losactores). Además, la toma de decisiones por consenso es un incentivo poderoso para que los actores “permanezcan en el juego” en lugar de desertar después de perder.

· El principio de la “puerta abierta”: Cualquier participante debería ser capaz de salir de un AG a un costo relativamente modesto y sin sufrir represalias en otros ámbitos, ya sea por otros participantes o por autoridades nacionales o regionales. Además, un ex participante tiene el derecho de anunciar esta salida ante un público más amplio (y la amenaza de hacerlo debería considerarse un aspecto normal de procedimiento), pero no la garantía de que, por salirse, puede interrumpir unilateralmente el proceso de gobernabilidad.

· Esto provee el complemento para el incentivo notado arriba de permanecer en el juego. Si una sola parte interesada o una minoría de partes interesadas disienten en forma persistente de las decisiones que han surgido consensualmente entre los otros, la salida de bajo costo puede ser una alternativa importante a lo que Albert Hirschmann (1970) ha llamado “voz” o “lealtad”. El prospecto de ejercer esta opción debería mantener al grupo dominante en línea; sin embargo, con impedir completamente su capacidad para avanzar hacia adelante en un asunto determinado.

· El principio de la proporcionalidad: Aunque sería contraproducente para las influencias ser formalmente pesadas o contadas de manera equitativa, es deseable que a través del rango de decisiones adoptadas por un AG dado haya un sentido informal de que los resultados alcanzados son aproximadamente proporcionales a los activos específicos con que cada participante contribuye (de manera diferencial) al proceso de solución de las inevitables disputas y de cumplimiento de las tareas delegadas. Una forma más ortodoxa de captar este principio sería refiriéndose a la “reciprocidad”, aunque esto parece transmitir el significado de participaciones o beneficios iguales a través de algún conjunto de iteraciones. La “proporcionalidad” es similar, pero permite la probabilidad de que las inequidades estables en beneficios emerjan y sean aceptadas como legítimas sobre la base de activos y contribuciones iniciales diferenciales.

· El principio de las “alianzas cambiantes”: Con el tiempo, dentro de un AG dado debería esperarse que el proceso de formación de consenso sea conducido por diferentes conjuntos de participantes y que ningún participante individual o minoría de participantes sea persistentemente requerida para hacer los mayores sacrificios a fin de alcanzar ese consenso.

· Otra forma de describir esta condición es por medio del “pluralismo”. Siempre que su composición sea propiamente “adversarial”, incluso el AG más especializado debería tener intereses múltiples y rivales dentro de él. Idealmente, estas líneas de clivajes deberían atravesar aquellas de los intereses nacionales, abriendo las posibilidades para la formación de coaliciones transnacionales. Pero incluso si ese no es el caso y los representantes de los mismos países “monolíticos” se enfrentan entre ellos una y otra vez, es de esperar que los mismos siempre ganen o pierdan. Y, si éste llega a ser el caso, todavía está disponible a opción relativamente poco costosa de la “puerta abierta” para prevenir la aparición de dominación o hegemonía de parte de los participantes mejor dotados.

· El principio de los “pesos y contrapesos”: Ningún AG debería tomar una decisión vinculante sobre personas u organizaciones que no son parte de sus deliberaciones a menos que esa decisión no pueda ser explícitamente desaprobada por otra institución que esté basada en diferentes prácticas de representación y/o de circunscripción. Esta es una de las principales razones por las que los AG s tienen tan pocas probabilidades de éxito en otras regiones o a nivel global donde no existen tales instituciones de orden superior con autoridad. Los pesos y contrapesos son una característica legitimadora muy importante de las unidades territoriales en todas las políticas federalistas y descentralizadas y sus actividades son normalmente supervisadas por aún otra capa de toma de decisiones, a saber, una Corte Suprema o Constitucional independiente.

En resumen, establecer un conjunto de AGs para tratar los asuntos funcionalmente diferenciados relacionados con la sostenibilidad ecológica y social; no es la panacea. No funcionará para resolver todos los asuntos de política que rodean la sostenibilidad y no funcionará a menos que esté basado firmemente en principios de diseño políticos, así como también administrativos. Y eso significa que las decisiones difíciles que involucran su escritura de constitución, composición y reglas de decisión no pueden ser eludidas en forma indefinida. Y, como se enfatizó con anterioridad, los AG s nunca funcionan solos sino únicamente en conjunción con las normas de la comunidad, la autoridad estatal y la competencia de mercado.

Uno no puede descartar completamente la posibilidad de que los gobiernos nacionales sean conducidos por la extrema necesidad o por impedir una catástrofe a dotar a algunos “instrumentos de gobernabilidad global” con los poderes para formular e implementar resoluciones vinculantes, pero en el momento actual y para el futuro previsible las soluciones para nuestra “insostenibilidad” global están en gran parte en las manos de los productores privados que compiten entre sí, distribuidos desigualmente a través de las políticas nacionales, variables según la industria y el sector, y todavía en disputa entre diferentes tecnologías. La única estrategia política viable que se puede prever es proceder en forma incremental (y de manera insuficiente) en los niveles parciales y regionales de acuerdo con los relativamente simples principios de la constitución, composición y decisión dentro de los AG s.

IV. RÍO + 20 Y LA GOBERNANZA DEL DESARROLLO SUSTENTABLE

La Cumbre de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible, conocida como Río + 20. En esta oportunidad los Jefes de Estado y de Gobierno, así como las autoridades de alto nivel, reanudaron su compromiso con el desarrollo sustentable, el que se plasmó en un documento titulado "El futuro que queremos".

La agenda de esta cumbre cubrió dos temas principales: la economía verde y la gobernanza del desarrollo sostenible. Respecto de este último cabe resaltar que desde hace algunas décadas existe conciencia de las debilidades del marco institucional responsable de la implementación del desarrollo sustentable a nivel global. Entre las principales causas de tal debilidad destacan la fragmentación y la falta de coherencia y coordinación, producidas tanto por la proliferación de acuerdos multilaterales del medio ambiente, cada uno dotado de un marco institucional propio, como por el hecho de que prácticamente todos los órganos de la ONU contemplan un capítulo de trabajo sobre el desarrollo sustentable, sin que exista necesariamente coordinación entre éstos. Lo anterior ha propiciado la falta de coherencia y consecuencialmente, la poca integración de los tres pilares del desarrollo sustentable, a saber el económico, el social y el ambiental, tanto en el marco de las políticas mundiales, nacionales y locales.

Aspectos Principales Y Recomendaciones De Política

· Potenciar los tratados internacionales sobre el medio ambiente: Los gobiernos deben emprender reformas estructurales en las negociaciones internacionales sobre medio ambiente y el diseño de los tratados. Los tratados presentes y futuros deben basarse más en sistemas de votación por mayoría cualificada en campos concretos.

· Gestionar los conflictos entre acuerdos multilaterales: Las instituciones financieras internacionales deben agilizar la transición a una economía sostenible, incluyendo mediante sistemas multilaterales armonizados que hagan posible la discriminación entre productos basada en los procesos de producción, y sobre la base del acuerdo multilateral. Los regímenes globales de comercio e inversión deben enmarcarse en un contexto normativo de valores sociales, ambientales y de desarrollo. 

· Subsanar las lagunas normativas en la gobernanza internacional para la sostenibilidad: Son necesarios marcos normativos internacionales nuevos o mejorados en diversos campos, entre ellos tecnologías emergentes, agua, alimentos y energía. 

·  Dotar de mayor categoría al PNUMA: Los gobiernos deben entablar negociaciones para hacer del PNUMA una agencia especializada de la ONU, al estilo de la Organización Mundial de la Salud o la Organización Internacional del Trabajo. 

· Mejorar la integración de las políticas de desarrollo sostenible en el sistema de la ONU: Los gobiernos deben respaldar el uso de mecanismos generales de integración en el sistema de la ONU para coordinar mejor los pilares sociales, económicos y ambientales del desarrollo sostenible. 

· Potenciar la gobernanza a nivel de país: Los nuevos instrumentos de política pueden ser buenos complementos de las normativas si se diseñan adecuadamente. Pero no son panaceas. 

·  Racionalizar y potenciar las redes y asociaciones de gobernanza público privadas: La Comisión para el Desarrollo Sostenible y otros organismos necesitan un mandato de mayor fuerza y mejores metodologías para la verificación y el seguimiento de las asociaciones. Pese a que los actores no estatales desempeñan una labor cada vez más importante, la acción efectiva y decisiva por parte de los gobiernos sigue siendo fundamental. 

·  Potenciar la rendición de cuentas y la legitimidad: Se necesitan nuevos mecanismos de rendición de cuentas, incluyendo la obligación de aportar datos accesibles, comprensibles y comparables sobre el desempeño de gobiernos y corporaciones con relación a la sostenibilidad. Las instituciones intergubernamentales deben potenciar el derecho de consulta de los representantes de la sociedad civil. 

·  Abordar el problema de la equidad en y entre países: Las cuestiones de equidad deben estar en el centro de los marcos institucionales para el desarrollo sostenible. Los elevados niveles de consumo en los países industrializados y en algunas regiones de las economías emergentes requieren una atención urgente y especial. Las transferencias económicas desde los países más ricos a los más pobres son inevitables, bien mediante pagos de apoyo directo a programas de mitigación y adaptación o a través de mecanismos del mercado internacional, como por ejemplo los mercados globales de emisiones. 

·  Preparar la gobernanza global para un mundo más cálido: Los programas de adaptación global deben recibir atención prioritaria en el sistema de la ONU y por parte de los gobiernos.

V. Acuerdo de Gobernabilidad para el Desarrollo Integral del Perú 2016-2021
El propósito de estos acuerdos es contar con el mayor consenso posible en torno a un sistema de medidas de política y resultados orientados a lograr una vida digna para todas las personas, hombres y mujeres de todas las edades en todo el territorio nacional. Se busca con ello tener las mejores condiciones para impulsar nuestro desarrollo en forma integral e inclusiva, como lo plantean las Políticas de Estado del Acuerdo Nacional, así como los recientes compromisos mundiales de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y los Acuerdos de París sobre el Cambio Climático en el marco de la COP 21.

El Acuerdo de Gobernabilidad 2016 – 2021 y los Compromisos Parlamentarios son parte del proceso acumulativo para tener políticas públicas concertadas, que viene desde el 2001 con los planes de desarrollo concertado y del 2002 en adelante con los acuerdos de gobernabilidad, siendo los últimos de ellos los “Acuerdos de gobernabilidad regionales y locales para el periodo de gestión 2015-2018”, que están en ejecución en todas las regiones del país.

Se basa en una revisión de la situación de la población y sus condiciones de vida, así como de las políticas públicas y sus impactos en el bienestar de la ciudadanía. Toma en cuenta los 731,044 votos ciudadanos por los derechos de la infancia, obtenidos en la campaña Buen Trato para la Niñez y Vota por la Niñez y se apoya en los aprendizajes nacionales regionales y locales respecto a cómo enfrentar las pobrezas y carencias que afectan a diversos sectores de la población del país.

Con base en esa información y esos aprendizajes se ha formulado también la Matriz de Indicadores para el seguimiento concertado del Acuerdo suscrito.

Su formulación ha tenido en cuenta la revisión de las propuestas presentadas por los diferentes grupos políticos participantes en el proceso electoral. Puede ser considerado un “área de convergencia” de las propuestas en debate, lo que no niega ni busca esconder las diferencias existentes ni mucho menos el valor de las mismas.

A. Objetivos Y Metas

· Reducir la incidencia de la pobreza monetaria extrema a menos del 2.5% de la población del país; y en las zonas rurales a menos del 5%.

· Reducir la incidencia de la pobreza monetaria total a menos del 15% de la población nacional; con atención prioritaria a los hogares con niños, niñas y adolescentes y personas adultas mayores.

· Reducir la “brecha de pobreza monetaria” de 5.8% a menos de 3.3% 

· Reducir la Desnutrición Crónica Infantil en menores de 5 años, a menos del 10% y la Anemia a menos del 20% de niñas y niños menores de 3 años. 

· Reducir la proporción de personas viviendo en hogares con al menos una necesidad básica insatisfecha a menos de 15 % y en las zonas rurales a menos de 27% 

· Reducir la proporción de hogares que presentan episodios de violencia intra familiar en el último año a menos de 7.8% 

· Reducir la proporción de personas que han sido víctimas de actos delictivos contra el patrimonio a menos del 50% 

· Alcanzar un crecimiento medio anual de la economía peruana no menor al 4.5%. 

· Mejorar la eficacia el estado en la protección de derechos ciudadanos cerrando brechas en cobertura y calidad en los servicios a su cargo recuperando la confianza ciudadana en las instituciones.

· En especial, se trabajara por alcanzar los objetivos de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, ya que se considera que son un importante referente para intensificar los esfuerzos para poner fin a la pobreza en todas sus formas y reducirlas desigualdades, existentes en lo social, ambiental, económico e institucional.

B. Ámbito De Aplicación 

Las medidas de políticas y resultados están organizados a partir de las cuatro Dimensiones del Desarrollo Humano: social, económica, ambiental e institucional.

C. Dimensión Social

Alcanzar el pleno y cabal ejercicio dederechos1 de las niñas, niños, adolescentes, jóvenes, mujeres, personas adultas mayores y personas con discapacidad, priorizando las zonas rurales y poblaciones indígenas, a fin de reducir la brecha urbano-rural.

Para lo cual se priorizará las siguientes políticas y resultados al año 2021: 

· El acceso universal al nombre y a un documento de identidad.
· El buen inicio a la vida y a la salud en todas etapas de la vida, mediante la cobertura sanitaria universal y gratuita, la reducción de la mortalidad materna y neonatal, el incremento de la cobertura de vacunas en niños y niñas, la reducción del embarazo adolescente, el incremento de programas y servicios de desarrollo infantil temprano, el incremento del acceso a los servicios de salud por parte de las personas adultas mayores, y el acceso oportuno y gratuito a los servicios de prevención y atención oncológica integral.
· Lograr la continuidad del crecimiento y una vida sin anemia y desnutrición crónica de los niños y las niñas en todo el territorio nacional, con énfasis en las poblaciones rurales.
· El acceso universal a una educación de calidad, equitativa, inclusiva y oportuna, desde la primera infancia. 
· Una protección especial para población vulnerable y en situación de pobreza. 
· lograr que ningún niño, niña, adolescente, mujer, persona adulta mayor, sea víctima de ningún tipo de violencia.
· Alcanzar una vida productiva con igualdad de oportunidades, empleo digno y seguridad.
· Garantizar la participación de las organizaciones de niños, niñas, adolescentes, jóvenes, adultos mayores y personas con discapacidad en los espacios de consulta y seguimiento de políticas públicas.
· Lograr el cierre de brechas de oferta de servicios públicos en salud, educación y protección.
D. Dimensión Ambiental

Mejorar la calidad ambiental, el uso y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y biodiversidad, enfrentar las amenazas y aprovechar las oportunidades asociadas al cambio climático, la promoción de ciudades y comunidades saludables en armonía con su entorno natural, la gestión integrada de riesgos de desastres, el fortalecimiento de la institucionalidad ambiental y el desarrollo de la ciudadanía ambiental.

Para lo cual se priorizará las siguientes políticas y resultados al año 2021:

· La mejora de la gestión ambiental mediante la institucionalidad en todos los niveles sobre la base de la coordinación intersectorial e intergubernamental, la transparencia y la participación ciudadana.
· Fomentar el uso y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales mediante la mejora de la biodiversidad y la competitividad del país y la distribución equitativa de los beneficios; la gestión sostenible de los recursos hídricos y el uso correcto y sostenible del suelo, y la reducción de la tasa de degradación de los ecosistemas.
· El impulso de acciones de reducción de gases efecto invernadero, reparación y adaptación frente al cambio climático mediante la implementación del Plan Nacional de Adaptación y de estrategias regionales y locales de Cambio Climático y el cumplimiento de Acuerdos y tratados internacionales.
· La promoción de ciudades y comunidades saludables mediante la implementación de planes de desarrollo urbano y rural y el mejoramiento de los servicios de agua y saneamiento.
· El fortalecimiento de la ciudadanía ambiental mediante la participación de la sociedad civil en la toma de decisiones, el acceso a información pública ambiental, y la implementación de mecanismos de acceso a la justicia.
· La implementación de planes y programas integrados de gestión para la reducción de riesgos de desastres mediante el fortalecimiento de la articulación y coordinación entre actores, la inclusión del enfoque de riesgos de desastres en la planificación del desarrollo y el incremento del presupuesto para intervenciones de prevención y reducción del riesgo.
E. Dimensión Económica 

Lograr un crecimiento económico sostenido, sostenible, inclusivo, y diversificado en el país, mejorar los niveles de empleo e ingresos de la población, reducir la informalidad, y alcanzarla reducción de la pobreza monetaria, por NBI y otras formas de pobreza que afectan a la población.

Para lo cual se priorizará las siguientes políticas y resultados al año 2021: 

· la reactivación del sector manufactura, ii) 

· la promoción de los servicios turísticos y gastronómicos, iii) 

· el desarrollo de cadenas productivas vinculadas a exportaciones, iv) 

· el apoyo de la actividad de las pequeñas y medianas unidades de producción urbanas mediante su capitalización y diversificación productiva.

· La mejora de la conexión de telefónica e internet en los hogares.

· La mejora de la conectividad vial en el país.

· El incremento de tráfico aéreo.

· El desarrollo de una política contra cíclica sin comprometer el desarrollo de capacidades humanas, ni la estabilidad macroeconómica.

· La mejora de los ingresos del gobierno central mediante la reducción de la evasión tributaria y la mejora de las contribuciones sociales y los ingresos no tributarios. 

· La mejora de los niveles de empleo e ingresos de la población.

· La reducción de la informalidad laboral.

F. Dimensión Institucional

Garantizar una forma de Estado y de Gobierno democrático, que refuerce y garantice los derechos civiles y políticos y promueva la participación de la población, así como afirme condiciones de existencia y de protección de derechos humanos en un marco de gobernabilidad y de gestión pública eficaz, y consolide la reforma de la descentralización.

Para lo cual se priorizará los siguientes objetivos, políticas y resultados al año 2021: 

· Una gestión pública con enfoque de derechos, centrada en la persona humana, mediante el fortalecimiento de la democracia y el estado de derecho y bienestar de las personas.

· Una gestión pública que reconozca el acceso a derechos universales y a la igualdad de oportunidades de toda nuestra población aplicando políticas de discriminación positiva para necesidades diferenciadas de sectores poblacionales de especial protección (personas con discapacidad, personas adultas mayores, mujeres, pueblos originarios, población no contactada y afro descendientes).

· Una gestión pública eficaz, eficiente, moderna y democrática, al servicio de los ciudadanos y ciudadanas; mediante una gestión transparente y abierta en los tres niveles de gobierno, la participación ciudadana en la vigilancia social y en la rendición de cuentas, y le desarrollo de una política de prevención de la corrupción en la administración pública 

· Una gestión descentralizada en nuestros 3 niveles de gobierno en base al principio de subsidiariedad.

· Una institucionalización del diálogo y la concertación para el ejercicio de la participación ciudadana.

Asimismo, se acordó trabajar en cada una de las dimensiones para lograr un desarrollo humano integral de las poblaciones rurales, mediante la reducción de la pobreza rural y la inseguridad alimentaria, el fortalecimiento de la agricultura familiar y la diversificación productiva, la articulación a mercados y la inclusión económica de las familias rurales, la capitalización del pequeño y mediano productor, la reducción de la vulnerabilidad de la población rural frente al cambio climático y los riesgos de desastres, y la mejora de condiciones de vida de la población rural.

Finalmente, las entidades públicas, privadas y mixtas se comprometen en promover un seguimiento concertado entre Estado y Sociedad Civil a los avances en el cumplimiento de este Acuerdo de Gobernabilidad; para tal fin se utilizará una Matriz de Seguimiento.

Este Acuerdo contiene la propuesta de “Matriz de Indicadores para el Seguimiento Concertado” a las políticas y resultados del Acuerdo de Gobernabilidad 2016-2021, los cuales han sido seleccionados en concordancia con los Objetivos de Desarrollo Sostenible 2030 y la información actualmente disponible. La Matriz es un insumo de consulta y apoyo para avanzar en la implementación de las políticas públicas necesarias para el logro de los compromisos asumidos. Se trata de indicadores considerados relevantes para el avance de las políticas planteadas a nivel de procesos, de resultados intermedios y/o de logros. También se incluyó algunos indicadores sobre las condiciones de entorno que influyen en el desarrollo de la política y los resultados buscados. (Ver Anexo 1)

VI. CONCLUSIONES

· Se necesita un “momento constitucional” en la política mundial, parecido al que supuso en 1945 el trascendental cambio de gobernanza que llevó a la creación de las Naciones Unidas y otras muchas organizaciones internacionales, así como de legislación internacional de gran alcance sobre derechos humanos y cooperación económica. La Conferencia Rio+20 de 2012 nos ofrece una oportunidad. Pero es también una prueba crucial de si las conferencias de este tipo serán capaces de estimular el cambio sustancial y urgente que tanto se necesita en el actual marco institucional para el desarrollo sostenible.

· Es en el Perú, justamente donde se ponen de relieve las debilidades de su plan. Mientras que son evidentes los esfuerzos del gobierno por promover actividades tradicionales basadas en los recursos naturales –como la producción minera, agro-industrial, de gas y de petróleo–, faltan iniciativas para promover actividades en sectores que hacen uso intensivo de conocimientos, y en sectores productivos de bienes y servicios.

· Lamentablemente, las políticas horizontales sólo están bien complementadas con esfuerzos sectoriales en la minería y, tal vez, en la producción agro-alimentaria. Pero, están lejos de encontrar eco en las propuestas sectoriales para el resto de la industria manufacturera, salud, educación y medio ambiente.

· En el momento presente sólo la UE ofrece una alternativa políticamente sostenible para las políticas ambientales de los Estados nacionales y para los tratados entre ellos. Los 20 años o algo que han pasado desde el Informe Brundtland han revelado los límites de la confianza en la política nacional e internacional, al mismo tiempo que la UE ha emitido un número impresionante de directivas en estos temas. Ha alcanzado estas decisiones a través de procesos de “gobernabilidad” muy complicados, poco comprendidos y a menudo improvisados.

· Uno no puede descartar completamente la posibilidad de que los gobiernos nacionales sean conducidos por la extrema necesidad o por impedir una catástrofe a dotar a algunos “instrumentos, de gobernabilidad global” con los poderes para formular e implementar resoluciones vinculantes, pero en el momento actual y para el futuro previsible las soluciones para nuestra “insostenibilidad” global están en gran parte en las manos de los productores privados que compiten entre sí, distribuidos desigualmente a través de las políticas nacionales, variables según la industria y el sector, y todavía en disputa entre diferentes tecnologías. La única estrategia política viable que se puede prever es proceder en forma incremental (y de manera insuficiente) en los niveles parciales y regionales de acuerdo con los relativamente simples principios de la constitución, composición y decisión dentro de los AG s.

· Una política debe estar dirigida a lograr, primordialmente, una gobernabilidad para el desarrollo sustentable, y debe establecerse garantizando la participación ciudadana en la toma de decisiones que afecten su patrimonio cultural y biológico, asegurando un adecuado acceso a la información y un eficaz acceso a la justicia.

· Las estrategias respecto al desarrollo urbano, social y ambientalmente sustentables, debieran regirse por los principios resumidos en la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (junio de 1992) y, en particular, por el primer principio, a saber: “Los seres humanos constituyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el desarrollo sostenible. Tienen derecho a una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza”.
· Desde América Latina, azotada por el ajuste estructural, la pobreza creciente y las recetas meramente compensadoras de los organismos internacionales, como el Banco Interamericano de Desarrollo y el Banco Mundial, Calderón retoma un hilo argumental que coloca la reafirmación de los derechos ciudadanos en la agenda social de nuestros países, al entender que: “En nuestra sociedad la pobreza se entiende como una marca de inferioridad que desvaloriza el ejercicio de los derechos individuales; no existe aquí el ciudadano, existe el pobre como figura plena de atributos negativos: carente, desprotegido, marginal, que debe ser atendido por la tutela estatal o la filantropía privada. 
· No se logra universalizar derechos ni enraizar la ciudadanía en las prácticas sociales. La conquista de la ciudadanía implica entonces reconocer el desarrollo de políticas que reviertan el cuadro social y un tratamiento público del conflicto y su vinculación con la equidad y el desarrollo. Esto depende de que en la trama de los intereses, se dé una construcción de espacios públicos en los que el conflicto sea legitimado y canalizado por vía de la participación ciudadana”.
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ANEXOS

Anexo 1. Matriz de resultados e indicadores para el seguimiento en la dimensión social, económica, ambiental e institucional
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